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MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

3398 REAL DECRETO 1424/2002, de 27 de
diciembre, por el que se regula la comuni-
cación del contenido de los contratos de tra-
bajo y de sus copias básicas a los Servicios
Públicos de Empleo, y el uso de medios tele-
máticos en relación con aquélla.

La Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas
fiscales, administrativas y del orden social, vino a modi-
ficar, en sus artículos 32 y 33, las obligaciones en materia
de comunicación de los contratos de trabajo establecidas
en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Tra-
bajadores, aprobado por Real Decreto legislativo
1/1995, de 24 de marzo, y en la Ley 14/1994, de
1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo
temporal, respectivamente.

Así, se han modificado los artículos 8.3. a) y 16.1 del
Estatuto de los Trabajadores para suprimir la obligación
de registrar en las oficinas públicas de empleo la copia
firmada de los contratos de trabajo y sus prórrogas, sus-
tituyéndolo por comunicaciones fehacientes del conte-
nido de los contratos de trabajo.

En el mismo sentido se ha adecuado la Ley 14/1994,
de 1 de junio, que regula las empresas de trabajo tem-
poral, modificando el artículo 10.1, para sustituir la obli-
gación de registro de los contratos de trabajo en la oficina
pública de empleo por comunicaciones de su contenido.

Dichas modificaciones se han abordado en aras a
la necesidad de modernizar los Servicios Públicos de
Empleo y acercarlos al ciudadano.

Estos procesos de simplificación administrativa han
sido recomendados, por otra parte, en el ámbito comu-
nitario desde la propia Comisión Europea y el Estado
español se comprometió en el Plan Nacional de Acción
para el Empleo del Reino de España a poner en marcha
sistemas alternativos para el registro de los contratos
de trabajo que supusieran verdaderos avances en la eli-
minación de trámites burocráticos, simplificando las rela-
ciones de la Administración con los ciudadanos.

Por otro lado, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, en su expo-
sición de motivos, propugna la tecnificación y la moder-
nización de la actuación administrativa, así como la adap-
tación permanente al ritmo de las innovaciones tecno-
lógicas. Concretamente, el artículo 45 de dicho cuerpo
legal incorpora el impulso que las Administraciones públi-
cas han de dar al empleo y aplicación de las técnicas
y medios electrónicos, informáticos y telemáticos, para
el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus com-
petencias. Por último, recientemente el artículo 68 de
la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas fis-
cales, administrativas y del orden social, ha venido a
establecer modificaciones en los artículos 38 y 59 de
la citada Ley 30/1992 añadiendo, además, una nueva
disposición adicional decimoctava, para impulsar la
administración electrónica.

Con el fin de dar cumplimiento a la previsión de
desarrollo reglamentario del artículo 16.1 de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores, en su redacción dada por
la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas fis-
cales, administrativas y del orden social, dentro del refe-
rido marco previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y de lo

dispuesto en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febre-
ro, por el que se regula la utilización de técnicas elec-
trónicas, informáticas y telemáticas por la Administración
General del Estado, y con el fin de cumplir las reco-
mendaciones de la Comisión Europea, se hace necesario
la aprobación de un Real Decreto que ofrezca una regu-
lación unitaria y completa sobre la obligación de la comu-
nicación de la contratación, así como sobre el uso de
los medios telemáticos en relación con la comunicación
del contenido de los contratos de trabajo y de las copias
básicas de aquéllos en el ámbito de los Servicios Públicos
de Empleo.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales, consultadas las organizaciones sindi-
cales y empresariales más representativas, con la apro-
bación del Ministro de Administraciones Públicas, de
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de
diciembre de 2002,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Comunicaciones del contenido de los contratos
de trabajo y de las copias básicas

Artículo 1. Sujetos obligados, plazo y alcance de la
obligación.

1. Los empresarios están obligados a comunicar a
los Servicios Públicos de Empleo, en el plazo de los diez
días hábiles siguientes a su concertación, el contenido
de los contratos de trabajo que celebren o las prórrogas
de los mismos, deban o no formalizarse por escrito.

2. Los empresarios deberán enviar o remitir a los
Servicios Públicos de Empleo la copia básica de los con-
tratos de trabajo, previamente entregada a la represen-
tación legal de los trabajadores, si la hubiere.

Artículo 2. Procedimientos para realizar la comunica-
ción del contenido de los contratos de trabajo o sus
prórrogas y el envío o remisión de las copias básicas.

La comunicación del contenido de los contratos de
trabajo o de sus prórrogas y el envío o remisión de las
copias básicas a las que se refiere el artículo anterior
podrá efectuarse, bien a través del procedimiento que
se regula en el capítulo II de la presente norma, o bien
mediante la presentación en los Servicios Públicos de
Empleo de copia de los contratos de trabajo o de sus
prórrogas o mediante la comunicación de los datos a
los que se hace referencia en la disposición final segunda
de este Real Decreto y de las propias copias básicas.

Artículo 3. Contenido de las comunicaciones.

1. Las comunicaciones del contenido de los con-
tratos de trabajo o de sus prórrogas a las que se alude
en el artículo anterior contendrán los datos que se defi-
nan como obligatorios por el Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales.

2. Tales datos se referirán a la identificación del
trabajador, de la empresa, a los requisitos específicos
de cada modalidad contractual, de las transformaciones
o conversiones de los contratos de trabajo temporales
en indefinidos, de los llamamientos de los trabajadores
fijos discontinuos y de los pactos de horas complemen-
tarias en los contratos a tiempo parcial indefinido, así
como a los datos de las certificaciones expedidas por
la Administración pública o entidad encargada de ges-
tionar la formación de trabajadores sustituidos durante
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dichos periodos por trabajadores desempleados bene-
ficiarios de prestaciones por desempleo y a los de las
comunicaciones que legal o reglamentariamente se esta-
blezcan según lo dispuesto en su respectiva normativa
reguladora.

Artículo 4. Obligaciones de los Servicios Públicos de
Empleo.

1. Los Servicios Públicos de Empleo están obligados
a incorporar a la base de datos del Servicio Público de
Empleo Estatal, compartida con dichos Servicios Públi-
cos, todos los datos definidos como obligatorios por el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales respecto de
las comunicaciones a las que se hace referencia en el
apartado 1 del artículo 1 y en el artículo 3 del presente
Real Decreto.

2. Los Servicios Públicos de Empleo incorporarán
a sus bases de datos la información procedente de las
copias básicas de los contratos de trabajo, enviadas o
remitidas por los empresarios o por quienes legalmente
les representen, cuando éstos utilicen la modalidad de
transmisión prevista en el capítulo II del presente Real
Decreto.

3. A los efectos de lo dispuesto en la presente nor-
ma, el Servicio Público de Empleo Estatal creará los opor-
tunos registros telemáticos para la recepción o salida
de comunicaciones, con sujeción a los requisitos esta-
blecidos en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y
en su normativa de desarrollo, en particular a los requi-
sitos y garantías establecidos en el Real Decreto
263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la
utilización de técnicas electrónicas, informáticas y tele-
máticas por la Administración General del Estado, en
lo relativo a criterios de seguridad, normalización y con-
servación a los que se refiere el mismo.

4. Los Servicios Públicos de Empleo están obligados
a facilitar la información a que se refiere el artículo
siguiente a solicitud de los trabajadores o de sus repre-
sentantes legales.

Artículo 5. Derechos de información de los trabajado-
res y de sus representantes legales.

1. Los trabajadores podrán en cualquier momento
solicitar de los Servicios Públicos de Empleo información
del contenido de las comunicaciones a las que se refieren
los artículos 1 y 3 en las que aquéllos sean parte.

2. La información relativa a los datos de los con-
tratos de trabajo provenientes de las copias básicas de
los mismos, a la que se hace referencia en el apartado 2
del artículo anterior, estará a disposición de los repre-
sentantes legales de los trabajadores, a través de los
órganos de participación institucional de los mismos en
los correspondientes Servicios Públicos de Empleo.

CAPÍTULO II

Uso de medios telemáticos en relación con la comu-
nicación del contenido de los contratos de trabajo y

de las copias básicas

Artículo 6. Uso de medios telemáticos.

Las actuaciones relativas a las comunicaciones de
los contratos de trabajo y de las copias básicas de aqué-
llos, a las que se refiere el artículo 1 del presente Real
Decreto, podrán realizarse a través de medios telemá-

ticos en la forma que reglamentariamente determine el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, en el marco
de lo previsto por el Real Decreto 263/1996 y en los
citados criterios de seguridad, normalización y conser-
vación a los que se refiere el mismo.

Artículo 7. Autorizaciones.

La utilización de los medios telemáticos a que hace
referencia el artículo anterior deberá ser autorizada por
los Servicios Públicos de Empleo dentro del marco nor-
mativo establecido por el Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, según lo dispuesto en el Real Decreto
263/1996, de 16 de febrero. Esta autorización podrá
solicitarse en cualquier Servicio Público de Empleo, ten-
drá validez en todo el territorio estatal y permitirá a los
empresarios o personas o entidades que legalmente les
representen efectuar las comunicaciones a que hacen
referencia los artículos 1 y 3 de este Real Decreto.

Artículo 8. Transmisión de datos por medios telemá-
ticos y efectos de la transmisión.

1. La transmisión de los datos que se efectúe uti-
lizando los medios telemáticos desarrollados en previsión
de lo establecido en los artículos anteriores por quienes
hayan sido autorizados para ello supondrá el cumplimien-
to por parte del empresario responsable de la obligación
de comunicación de la contratación, así como de la obli-
gación de enviar o remitir la copia básica del contrato
a los Servicios Públicos de Empleo.

2. El carácter telemático de la transmisión no obs-
tará a la plena validez y eficacia de los actos adminis-
trativos realizados por los Servicios Públicos de Empleo
que deriven de aquella transmisión.

Artículo 9. Información.

Si a los autorizados por los Servicios Públicos de
Empleo les fuera necesario obtener información escrita
en soporte papel, relativa a las actuaciones realizadas
y aceptadas a través de estos medios, para surtir efectos
ante terceros, podrán utilizar los métodos de impresión
que se establezcan por el Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, facultándoseles para certificar con sello y firma
la impresión de la información recibida desde el corres-
pondiente Servicio Público de Empleo.

Disposición adicional única. Servicios Públicos de
Empleo.

Las referencias efectuadas en el presente Real Decre-
to a los Servicios Públicos de Empleo se entenderán
realizadas al Instituto Nacional de Empleo y a los corres-
pondientes Servicios Públicos de Empleo de las Comu-
nidades Autónomas que hayan asumido el traspaso de
la gestión realizada por el Instituto Nacional de Empleo
en el ámbito del trabajo, el empleo y la formación. Las
referencias al Servicio Público de Empleo Estatal se
entenderán realizadas al Instituto Nacional de Empleo.

Disposición final primera. Aprobación de procedimien-
tos telemáticos.

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales aprobará,
previa consulta con las Comunidades Autónomas que
hayan asumido el traspaso de la gestión realizada por
el Instituto Nacional de Empleo en el ámbito del trabajo,
el empleo y la formación, los programas, aplicaciones,
diseños y estructuras de datos e impresión que vayan
a ser utilizados en las comunicaciones de la contratación
por vía telemática y difundirá públicamente sus carac-
terísticas.
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Disposición final segunda. Desarrollo normativo.

Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en el presente
Real Decreto y, en particular, a definir los datos que
obligatoriamente deberán comunicarse a los Servicios
Públicos de Empleo.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor a los treinta
días siguientes al de su publicación en el «Boletín Oficial
del Estado».

Dado en Madrid, a 27 de diciembre de 2002.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

EDUARDO ZAPLANA HERNÁNDEZ-SORO

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE GALICIA

3399 LEY 6/2002, de 27 de diciembre, de Presu-
puestos Generales de la Comunidad Autóno-
ma de Galicia para el año 2003.

1

Los presupuestos generales del año 2003 incorporan
las líneas básicas de orientación de la política económica
de la Xunta de Galicia durante los pasados ejercicios,
con las salvedades necesarias para adaptarlas a las
características del actual ciclo económico.

Esa orientación determina que, junto a la implantación
de las bases que faciliten el crecimiento estable de la
economía gallega, que es un proceso de horizonte no
cerrado, sean tomados en consideración los efectos que
sobre un plazo más corto podrían derivarse de la situa-
ción de desaceleración económica que atravesamos.

El mantenimiento de unas finanzas públicas saneadas
se apoyará en el seguimiento de principios de estabilidad
presupuestaria que faciliten la estabilidad macroeconó-
mica y las posibilidades de conseguir un crecimiento regu-
lar de la actividad económica. Esos principios deben, sin
embargo, considerarse dotados de la flexibilidad nece-
saria para ser ajustados, dentro de los límites establecidos,
a las necesidades que se desprenden de economías sin-
gularizadas y de situaciones cíclicas concretas.

Las partidas de gasto destinadas a inversiones de
capital de carácter productivo, concebidos como prio-
ridad estratégica dirigida a mejorar la competitividad y
el potencial de desarrollo, y por medio de las mismas
a la elevación de las rentas y a la creación de empleo,
se ven considerablemente reforzadas. Las inversiones
en infraestructuras generales, pero también la inversión
en capital humano a través del gasto en educación y
formación, tienen una importante participación en estos
presupuestos.

Las políticas de gasto social mantienen igualmente
una presencia destacada, y son abordadas desde el reco-
nocimiento del papel fundamental que desempeñan
como mecanismos reequilibradores que refuerzan la
cohesión interna y proporcionan solidez al entramado
de las sociedades donde son desarrolladas.

En un escenario donde al moderado crecimiento de
los ingresos hay que añadir la ausencia de déficit, unas
propuestas semejantes no serían posibles sin la utiliza-
ción de criterios muy exigentes de austeridad y racio-
nalización en los procesos de asignación de recursos,
especialmente acentuados en la elaboración de estos
presupuestos.

2

En lo que respecta al texto articulado de la ley, se
mantiene la estructura seguida tradicionalmente en su
elaboración, y los diferentes títulos en que está dividido
agrupan con criterios de identidad material disposiciones
referentes a la aprobación de los presupuestos y sus
modificaciones, a la regulación de los gastos de personal,
al tratamiento de las operaciones de endeudamiento y
garantía, a las normas de carácter tributario y al desarro-
llo de la gestión presupuestaria, incluyendo finalmente
diversas disposiciones adicionales que cierran el con-
tenido de la ley.

Dentro de ese conjunto cabría destacar, como nove-
dades más significativas, la autorización de incrementos
retributivos para el personal al servicio de la Comunidad
Autónoma, la configuración del marco que afecta a los
límites de las operaciones de endeudamiento, la eleva-
ción de los tipos de las tasas de cuantía fija y las modi-
ficaciones del tipo de gravamen del canon de sanea-
miento y de la tarifa del impuesto sobre la contaminación
atmosférica, la autorización conferida al Consello de la
Xunta para la constitución de una sociedad pública que
tendrá por objeto la construcción, y en su caso explo-
tación, de un tramo de la autopista Santiago de Com-
postela-Ourense y, por último, la incorporación de deter-
minados elementos de decisión al proceso de formación
de las iniciativas normativas de la Xunta de Galicia que
comporten crecimiento de gasto.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó
y yo, de conformidad con el artículo 13.2.o del Estatuto
de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de
23 de febrero, reguladora de la Xunta y de su presidente,
promulgo en nombre del Rey la Ley de presupuestos
generales de la Comunidad Autónoma de Galicia para
el año 2003.

TÍTULO I

De la aprobación de los presupuestos
y sus modificaciones

CAPÍTULO I

Los créditos iniciales y su financiación

Artículo 1. Aprobación y ámbito de los presupuestos
generales.

El Parlamento de Galicia aprueba los presupuestos
generales de la Comunidad Autónoma para el año 2003,
en los que se integran:

a) Los presupuestos de la Administración general.
b) Los presupuestos de los organismos autónomos.
c) Los presupuestos de explotación y capital de las

sociedades públicas de carácter mercantil.
d) Los presupuestos de las demás sociedades públi-

cas a que se refiere el artículo 12 del texto refundido
de la Ley de régimen financiero y presupuestario de Gali-
cia, aprobado por Decreto legislativo 1/1999, de 7 de
octubre.

Artículo 2. Presupuestos de la Administración general
y de los organismos autónomos.

Uno. En los estados de gastos consolidados de los
presupuestos de la Administración general de la Comu-


